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Se ha recibido en esta Dirección de los Servicios Jurídicos solicitud de informe en
relación con el "Anteproyecto de Ley de atención integral a las víctimas de violencia de
género en Castilla y León", al amparo de lo previsto en el artículo 4.2.a1de la Ley 6/2003,
de 6 de abril, de Asistencia Jurídica a la Comunidad de Castilla y León y en el artículo
1.5.A.c) del Decreto L7/1996, de 1 de febrero, de organización y funcionamiento de los
Servicios Jurídicos de Castilla y León.

A la vista del Anteproyecto remitido, se procede a emitir el siguiente informe,
fundado en Derecho.

l.- El marco normativo en el que se incardina el anteproyecto viene
extensamente reflejado en su Exposición de Motivos. En ella se relacionan una serie de
leyes orgánicas, como la Ley Orgánica L/2OO4, de 28 de diciembre, de medidas de
protección integral contra la violencia de género o la Ley Orgánica 3l2OO7, de 22 de

matzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, en cuanto es al Estado al que
corresponde la regulación del contenido esencial de los derechos fundamentales
mediante Ley Orgánica (artículo 8L.1 de la Constitución).

Por otra parte, el artículo 149.1 de la Constitución (CE) reserva al Estado la

competencia exclusiva sobre ciertas materias, que hay que tener en cuenta en el análisis
jurídico del anteproyecto, dada su incidencia en determinados aspectos objeto de
regulación. Nos estamos refiriendo reglas tales como la le del citado artículo, que
atribuye al Estado la "reguloción de las condiciones básicas que garonticen la iguoldad
de todos los españoles en elejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes
constitucionoles"i a la regla 5a, referida a la "Administración de Justicio"; a la regla 53

que atribuye competencia exclusiva al Estado en materia de "legislación penal" y
"legisloción proceso!"; y, por último, a la regla 8e a tenor de ta cual es competencia
estatal la "legislación civil". Reflejo del ejercicio detales competencias, además de las
previsiones de las anteriores leyes orgánicas citadas, que no constituyen contenido
propio de ley orgánica, han sido la Ley 7/2OZL, de 24 de marzo, de medidas urgentes en
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materia de protección y asistencia a las víctimas de violencia de género, o la rec¡ente

aprobación de ta Ley 1512022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no

discriminación, en cuanto pueda resultar de aplicación por la previsión de su disposición

final octava.

Es cierto que en el ámbito autonómico existen títulos competenciales, que

asimismo refiere la Exposición de Motivos, como el del artículo 70.1.l1e del Estatuto de

Autonomía, que atribuye a la Comunidad competencia exclusiva sobre "la promoción de

la íguoldod de troto y de oportunidodes entre mujeres y hombres, con porticular otención

o los mujeresvíctimas de violencia de génera", que habilitan en esencia la regulación

ahora proyectada, atendiendo en todo caso a los límites que las competencias estatales

imponen. En virtud de tales atribuciones se aprobó la Ley L3{2OLO, de 9 de diciembre,

contra la violencia de género en Castilla y León, que quedará derogada cuando entre en

vigor la norma ahora examinada.

ll.- Como consideraciones de carácter general, hemos de destacar las siguientes:

A.- La redacción del texto, sobre todo por ausencia de signos de puntuación

adecuados, se nos muestra compleja, lo que dificulta la comprensión en la lectura de

determ¡nados párrafos y artículos. Se recomienda por ello, revisar la totalidad del texto
para me¡orar la redacción v corregir errores tipográficos v de puntuación, o erratas -

como la inclusión deltérmino "mujeres" en la Red de Atención a las víctimas de violencia

de género del artículo 43-, y para suprimir términos inadecuados o inexistentes en la

lengua española -como el de "mujeres trans" del artículo 15.2 f)-.

B.- Parte del contenido del anteproyecto de ley tiene carácter programático. La

propia naturaleza de las leyes exige dotarlas del contenido normativo, con la eficacia

ordenadora que asegure el cumplimiento de su objeto y los derechos y obligaciones de

los interesados, sin perjuicio del desarrollo reglamentar¡o que, en su caso, sea necesario,

siempre supeditado a la norma de superior rango. No se trata, obviamente, de que el

texto haya de estar vacío de ese t¡po de disposiciones, pero debería reducirse su

existencia en el anteproyecto.

C.- En tercer lugar, cabe señalar el carácter reglamentista de algunos de sus

artículos. Establecer en una norma con rango de ley cuestiones que obedecen a la
libertad organizativa delejecutivo, supone petrificar innecesariamente el ordenamiento
jurídico.
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Así, sirve de ejemplo el artículo 67 del anteproyecto, que se refiere a "los órganos
autonómicos de coordinación en materia de violencia de género", que califica, y además
erróneamente, como órganos autonómicos, a la Sección de Género del Observatorio de
la Comunidad de Castilla y León {regulado por Decreto 5212OL4, de 16 de octubre y a las

Comisiones Territoriales contra la Violencia de Género, contempladas en la Orden
FAMlL822l2OO7l. Esta regulación no es propia de una norma de rango legal, como
tampoco lo es, por conexión, el artfculo 12.5 que se refiere a la elaboración de un
informe por la referida Sección de Género (se advierte asimismo que la denominación
no es "Observatorio de Violencia de Género").

Asimismo, los artículos 69 y 70 referidos a la Red social por la igualdad y contra
la violencia de género, y sus redes integrantes, deberían ser objeto de regulación
reglamentaria.

También ostenta este carácter la cita, en el artículo 50.4 del Centro Regional de
Formacién y Estudios Sociales, Servicio responsable de la formación dirigida a los

profesionales del área de los Servicios Sociales.

Por el contrario, la ley contempla diversas remisiones al desarrollo reglamentario
de sus previsiones (asL artículos 11.2, L8.2 28.3, 4t.2 44.3, 49.3, 6t,63), si bien en

ocasiones la remisión se limita a prever un desarrollo normativo, sin concretar el

carácter que éste haya de tener {artículos 48 y 51}, e incluso se limita a disponer, como
hace el artículo 43.I in fine: "1...1 en el marco que estoblezca Io Consejería competente
en moterio de violencia de género.

D.- Por otro lado, muchas de las previsiones del anteorovecto tienen un carácter
transversal. de manera que afectan a otros ámbitos competenciales de la

Administración de la Comunidad Autónoma, como la educación, los medios de

comunicación o la sanidad, entre otros.

Está técn¡ca transversal, que proclama el artículo 14 del Estatuto de Autonomía
de Castilla y León, cuando señala que "/os poderes públicos de Castilla y León
garantizorón la trunsversalidad del principio de iguoldad de género en todas sus

políticas. promoviendo acciones positivos para logror la igualdod de oportunidades entre
mujeres y hombres, sobre todo en los ómbitos educativo, económico, loborol, en lo vida
pública, en el medio rurol, en reloción con la salud y con los colectivos de mujeres en

situacíón de necesidad especial, particularmente las víctimas de violencio de género",
ofrece la ventaja de proporcionar coherencia a la política pública que se quiere potenciar
de un modo especial, si bien esta opción de regulación requiere, al menos, la
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conform¡dad de los departamentos a los que se refiere o imolica la norma, v oue así se

explicite en la Memoria del. anteprovecto. con el objetivo de que muestren su

aquiescencia a llevar a cabo los cometidos correspondientes, y que no se verán

comprometidos los fines a los que atienden las distintas Consejerías. Así, se pueden ver

los artículos 11.3, 15.2 letras d), e), f), h), 20.3, 22.2, 23.L, 24, 25, 26, 27, 28'L,3L, 33,

34, 35, 36, 37,50, 51, 55 o 56.

A la consecución de tal objetivo puede a veces convenir que se modifiquen de

modo expreso las leyes sectoriales afectadas, a través de disposiciones adicionales,

cuando sea posible, o con la incorporación de una referencia a las propias normas

sectoriales que, sin ser modificadas directamente, sí resultan afectadas por la nueva

normativa, como puede ocurrir por ejemplo con el artículo 64.1 referido a los cuerpos

de policía local, que podría afectar a la Ley 9/2003, de 8 de abril, de Coordinación de

Policías Locales de Castilla y León,

E.-En ocasiones eltexto presenta ausencia total de determinación en lo que se

refiere a las referencias a ouiénes havan de ser las ádministraciones o los ooderes
públicos para realizar o fomentar las diversas actuaciones, como ocurre en artículos

tales como el 14.3 o el 15.2.

larid a prestar.

A diferencia de los centros de emergencia, cuya cobertura de plazas asumirá la

Administración Autonómica -artículo 45.3-, o los puntos de encuentro, que serán

facilitados por la Consejería competente en materia de familia -artículo 52-, no se

establece ninguna asunción o titularidad con las casas de acosida del artículo 46.4 o los

pisos tutelados del artículo 47.Todo ello debe quedar establecido en la norma, en aras

a garant¡zar el principio de seguridad jurídica.

F.- Los límites de las comretencias estatales del artículo 149.1 CE en materias de

administración de justicia (regla 5e) legislación penal y procesal (regla 6e), o en lo relativo

a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cuya regulación, por lo general, ha de efectuarse

por Ley Orgánica (104 CE), se sobreoasan en una serie de artículos.

Asü elartículo 2.2 contiene definiciones propias de la leeislación penal: tráfico y

trata de mujeres (artículo L77 bis del Código Penal, en adelante CP), explotación sexual

(1g9.2 CP), acoso sexual (184 CP), entre otros. Si bien su apartado 1 incardina el ámbito

de aplicación exclusivamente "a los efectos de esta Ley", lo que se considera adecuado,

no lo hace así el apartado 2, que debería incluirlo expresamente en su párrafo

introductorio, es decir, todos los nombres asignados a las formas de violencia V sus
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conceptos del apartado 2 deben quedar también. en toCo caso, circunscritos a los
exclusivos efectos de la aolicacién de esta lev.

También el artículo 16, referido a los datos o estadísticas judiciales, g-¡cduge

una invasión de coqpótencias en la materia de administración de lusticia. que luego
además se divulgarán a colectivos expertos en diferentes ámbitos (incluidos el policialy
eljudicial). Lo r,nismo sucede con el artículo 12.4. letra c!, que se refiere al contenido del
informe anual de la Consejería competente en materia de violencia de género, que en
este punto añade al resto de la información la "referencio a los procedimientos penales
iniciddos en materio de violencio de género, con indicación de su número, tipo de
procedimiento penal, eldelito imputodo, asícomo las medidas de protección adoptodas
y sentido de las sentencids". En estos casos, se debería acudir a la oosibilidad 'senérica
de firma voluntaria de nrotocolos o de instrumentos dg colaboración entre las

Administ,raciones competentes que 'permitan, para el le*ítimo elercicio de las

comoetencias de cada cual, el intercambio de determinada infgrmacién de interés, sin
que pueda reflejarse o parecer que se produce un control de una sobre la actividad de
la otra, que por otro lado sería inconstitucional.

El artículo 27 se refiere a la "sensibilización y prevención en al ámbito de la

publicidad y medios de comunicación". El aoartado 2 da un concepto de publicidad ilícita
oue excede de las comoetencias autonómicas en la materiq, puesto que es el Estado, en

el ejercicio de las competencias del artículo L49.I, reglas t3, $3 y 8a de la Constitución,
elque aprobó la Ley 3417988, de 11 de noviembre, Generalde Publicidad.

Es ésta ley la que contiene la definición de publicidad ilícita, en su artículo 3, en

concreto su letra a) indica que es ilícita:
"La publicidad que atente contra la dignidad de la persona o vulnere los volores

y derechos reconocidos en la Constitución Española, especialmente a los que se refieren
sus ortículos 1.4, 78 y 20, oportado 4.

Se entenderón incluidos en la previsión anterior los anuncios que presenten a las

mujeres de forma vejotorio o discriminatoria, bien utilizondo porticular y directamente
su cuerpo o pdrtes del mismo como mero objeto desvinculado del producto que se
pretende promocionar, bien su imagen asociodo a comportomientos estereotipados que

vulneren los fundamentos de nuestro ordenomiento coadyuvando o generar la víolenciq
a que se refiere la Ley Orgáníco 1/20M, de 28 de diciembre, de Medídas de Protección
lntegral contra lo Violencia de Género,

Asimismo, se entenderó incluida en lo previsión anterior cualquier formo de
publicidad que coadyuve a generor violencia o discriminoción en cuolquiera de sus

manifestaciones sobre las personas menores de edad, o fomente estereotipos de
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carócter sexista, rocisto, estético o de corócter homofóbico o tronsfóbico o por rozones

de discapacidad."

De hecho, la propia Ley Orgánica U2OA4 se remite a tal norma en su artículo 10,

y se limita a señalar: "De Qcuerdo con lo establecido en la Ley 34fi.988, de 71 de

noviembre, generdl de Publiciddd, se considerará ilíéita la publicidod que utilice la
imagen de Ia muier con corácter veiotorio o discriminotorio'"

El artículo 28.2 establece imperativamente la organización de actividades

formativas dirigidas a empleados pertenecientes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad o

a la Administración de Justicia, lo que claramente constituve un exceso, Además, estas

actividades formativas quedan incluidas en el artículo 30, específicamente regulador de

este ámbito en el anteproyecto, en el que sin embargo se limitan los términos al

"imnrrlso v lo" de nroFramas de fnrmación lo Acu sF aon r¡ ¡arrerin v

reproduce la actual redacción delartículo 15 de la LeV L3l2OtO de 9 de diciembre.

l¡.- Desde el punto de vista de las consideraciones jurídicas particulares,

podemos realizar las siguientes observaciones:

A.- En el artículo 1, referido a la finalidad y objetivos, el anteproyecto determina

en su apartado 1 que su finalidad es "erradicar la violencia de génera" y "avanzar en la

igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres". Lo que oarece responder a dos

f¡nal¡dades distintas. v no a una sola -aparece en singular-, v así habría de redactarse.

Además, a continuación, el apartado 2 de dicho artículo contempla los objetivos

que sirven a esa "finalidad", entre los cuales no se relaciona ninguno relativo a la
igualdad de oportunidades -o, como mucho, podría serlo únicamente el de la letra b)

"fovorecer el acceso a lo información destinodo a los muieres"-. Ha de tenerse en cuenta

que el artículo 3 de la Ley Orgánica3/2OO7, de 22 de marzo, para la iSualdad efectiva de

mujeres y hombres, indica que "El principio de igualdad de trato entre muieres y

hombres supone lo ousencía de todo discriminoción, directa o indirecta, por razón de

sexo, y, especialmente, Ias derivadas de lo maternidad, Ia asunción de obligociones

familiares y el estodo cívil."

El apartado 3 de este artículo l parece reconducir nuevamente la finalidad y los

objetivos de la ley únicamente a la violencia de género.
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E igualmente, el resto del articulado prevé regulaciones que se incardinan en la

violencia de género, y no en medidas relativas a la "igualdad de trato". Así, entre otros,
"concepto y formas de violencia de género" {artículo 2), o derechos de las víctimas de

violencia de género (artículo 5).

Asimismo, respecto a la "igualdad de oportunidades", además de los contenidos
que en dicha materia contiene la Ley Orgánica 3/2OO7, de 22 de marzo, para la igualdad

efectiva de mujeres y hombres, o la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad

de trato y la no discriminación, ha de tenerse en cuenta la incidencia que la regulación
propuesta pueda tener en la Ley tlz}O3, de 3 de marzo, de lgualdad de oportunidades
entre mujeres y hombres en Castilla y León, en cuanto puedan solaparse sendas

regulaciones.

En definitiva,
reducida la finalidad de la norma a la viol de sénero. v no tocar la materia de la
iqualdad de oportunidades, oue liene regulación propia v distinta, teniendo en cuenta
la regulación propuesta en el articulado y lo que se acaba de reseñar.

B.- El artículo 2.2 determina el concepto y formas de violencia de género, y
contiene en diversas letras la referencia al 1ámbito público o privado", cuando ya se

indica que la violencia de género se puede producir en la vida pública como privada en

el apartado 1, asícomo en el apartado 3 donde se especifican los ámbitos en los que se

puede manifestar. Por ello, sobraría la reiteración en las letras c) v hl.

Sobre las formas de violencia que se relacionan en este artículo, hay que hacer
una serie de consideraciones:

- No puede el anteproyecto -lejos de limitarlo "a los efectos de la aplicación de

la presente ley", como ya hemos señalado anteriormente-, hacer suya terminología
penal, como puede ser, entre otros, el uso de los términos "explotación sexual", "la
trata" de seres humanos (artículo I77 bis del Código Penal), o el "acoso sexual" (es

distinto al concepto que ofrece el art. 184 del Código Penal).

- La letra d), referida a la "violencia económica'r. no detgrmina en su última frase

cuál o cuáles sean los suietos activos que vayan a generar tal dependencia económica,

al imposibilitar el acceso al mercado laboral. No puede serlo, por ejemplo, un

empresario ajeno a una relación familiar o de pareja. Ha de orecisarse en todo caso,

puesto que el apartado 3 de este artículo 2 hace referencia a los distintos ámbitos en los

que se puede manifestar la violencia, e incluye el laboral, y el social o comunitario.
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- La letra f) menciona "la explotación sexual"., "aun con el consent de la

víctima, en el ejercicio de !g.pfg¡ü!Ucié¡, incluyendo actos pornográficos o la producción

de material pornográfico, plgsqi de la misma,

descripción qus no casa en su tenor expreso gon la referencia que tiene la letra il sqbre

la violencia digital a "la pornoqrafía no consentida".

- La letra g) se refiere a la "violencia obstétrica". Esta, por definición, es la que se

lleva a cabo por profesionales de la salud. Por lo que si se oretende definir con carácter

,eeneral debería su¡rimirse dicho término, salvo que se pormenorice que el sujeto activo

sólo puede ser un personal de esta naturaleza o cualificación.

- La letra j) referida a "la violencia digital", concluye con las amenazas de violación

o muerte; desconociéndose poroue se reducen las mismas a esos concretos tiDos

delictivos -violación o muerte-, cuando puede haber otras muchas conductas que

limiten o condicionen la voluntad de la víctima.

- La letra k), referida a la "violencia institucional". ha de incorporar la locución

"de la muier" desoués de "el acceso a derechos".

- La "violencia simbólica", descrita en la letra n), puede llegar a incluir
representaciones artísticas (e incluso de carácter patr¡monial) o imágenes que

legítimamente reproducen o representan símbolos como los que relaciona el precepto,

por lo que precisaría un concepto más concreto v no generalista'

c.- El artículo 3 referido al ámbito de aplicación, ha de hacer referencia en su

apartado 1 a que es en "elterritorio de" la Comunidad de Castilla y León.

Su apartado 2 se está refiriendo al ámbito "subietivo" de aplicación, por lo que

ha de incluirse dicho término en su contenido.

En relación con este ámbito subjetivo de aplicación se dispone que las medidas

serán de aplicación a todas las muieres (...,) osí como a los menores (...) y familiares, por

consanguinidad o afinidad hosta el segundo grado inclusive, que convivon con elta,

ampliando el ámbito subietivo contemolado en el artículo 1.2 de la Lev Orsánica 1/20Q4,

de 28 de diciembre, establecet "Por esta ley se establecen medidas de protección

integral cuyo finalidad es prevenir, soncionar y erradicar esta v¡olencia y prestor

asistencia a los mujeres, a sus hijos menores y o los menores sujetos a su tutelo, o guarda

y custodia, víctimas de esta violencia".
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En todo caso, en diversos artículos del anteproyecto se om¡te el referido ámbito
subjetivo "extenso" y, sin embargo, se hace referencia a "Dersonas debendientes" de las

mujeres víctimas de violencia de género, sin incluir a los familiares.oue fro tensan esa

condición de dependencia. Así, el artículo 41.1 referido a la Red de Atención a las

víctimas de violencia de género de Castilla y León, o el 45.1 sobre los centros de
emergencia.

El aoartado 3 de este artículo se refiere a la cobertura de las "necesidades
personales básicas" para las mujeres transeúntes, g¡

aouellas. Por conexión, en gl_gpg.Égdq!¡ es tal cobertura la que se pretende prestar a

las muieres castellanas v leonesas retornadas, es decir, a aquellas que vuelven a vivir,
residir o trabajar en Castilla y León, por lo que oarece lógico que, siendo muieres que

tienen la condición de castellanas v leonesas, les sean aplicables las medidas del
apartado 2, no sólo las de las necesidades personales básicas previstas en el apartado 3

D.- El articulo 4 relaciona los principios rectores, a los que en todo caso habría

oue añadir los contemnlados en el artículo 2 de la LO U2004. de 28 de diciembre,
precisamente por ser éstos contenido esencial de los derechos fundamentales -por
tener carácter de "orgánico" de acuerdo con la Disposición final tercera de dicha Ley
orgánica-. Bastaría una alusión a éstos.

E.- El artículo 6 relaciona las competencias de la Comunidad para garantizar el
cumplimiento de la ley. Entre ellas, la letra a): "Establecer directrices para erradicar la
violencia (,,..) promoviendo las condiciones necesorios pora su oplícoción, a través de la
oprobación de instrumentos de plonificación (...f'.

De acuerdo con el artículo 16 j) de la Ley 3/2OAL, de 3 de julio, del Gobierno y de
la Administración de la Comunidad de Castilla y León, es atribución de la Junta de Castilla
y León "aprobar programo, pldnes y directrices vinculantes pars todos los érganos de

la Administroción de la Comunidad". Correspondiendo, oor ello. a fa Junta la aprobación
de unos y otros -planes y directrices-, ha de concretarse la forma que tendrá el
instrumento. de acuerdo con el artículo 70 de dicha Ley, o bien Decreto si se trata de
disposiciones de carácter general o bien Acuerdo si son resoluciones administrativas de
la Junta de Castilla y León.

Ha de considerarse a estos efectos, la coherencia que, con tales directrices, han
de guardar los instrumentos de planificación que hayan de aprobar las entidades locales,
de acuerdo con el artículo 7.a) delanteproyecto.
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F.- El artículo 10 se refiere al objeto de la evaluación prevista en su conjunto en

el Capítulo I del Título l, sobre "las medidas que se desarrollen en aplicación de la

presente ley", mientras que el artículo 12 sobre su contenido y alcance señala que

comprende la evaluación tanto de dichas medidas como de la propia lev. Por lo que

debería revisarse la redacción de dicho artículo 10.

G. - El artículo 12, apartado 1. letra b), ha de eliminar "Evaluación del (...)", pues

reitera el objetivo del informe. Lo mismo sucede con el aoartado 4, letra bl. donde ha

de suprimirse "lnformación sobre el (...)", y en lo restante, es decir "número de

denuncias presentadas en mater¡a de violencia de género", ha de precisarse que son las

denuncias presentadas ante la propia Administración Autonómica, o aquellas que se

conozcan fruto de los correspondientes protocolos o instrumentos de colaboración

suscritos con otras Administraciones.

H.- El artículo 19, establece en el gpartado 5 que las actuaciones -respecto de

medidas de sensibilización y prevención- incorporarán elementos "como el rechazo al

aqresor". COmo una esoecie de "Sanción social". El agreSOr se somete a las penas

tipificadas en et ámbito penal, en su caso, y el resto de actuaciones respecto de dichos

suietos incidirían en el ámbito de los derechos fundamentales de la persona -artículo

8j..1 CE-, por lo que entendemos que tal previsión excede de las competencias

?utonómicas v ha de eliminarse del texto.

l.- El artículo 20, referido al Plan lntegral de sensibilización y prevención contra

la violencia de género, contempla en su apartado 1 que se apruebe por la Junta de

Castilla y León cada 4 años. Ha de precisarse, de acuerdo con el artículo 70 de la Ley

3/2OOL, de 2 de ¡ulio, si se va a llevar a cabo por Acuerdo o por Decreto de Junta.

J.-El artlculo 23, sobre "sensibilización y prevención en el ámbito educativo",

establece en su apartado I el impulso de la formación del profesorado en valores de

igualdad, perspect¡va de género y en la prevención de la violencia de género. Este

contenido debe comnletarse con las previsiones oue aparecen recosidas en elartículo 7

de la Lev Orqánica 1/2004 que cont¡ene un mandato específico a todas las

Administraciones educativas, para que adopten las medidas necesarias para que, en los

planes de formación inicial y permanente del profesorado, se incluya una formación

específica, con el fin de asegurar que adquieran los conocimientos y las técnicas

necesarios que les habiliten para hacer frente a las tareas que allí se relacionan.
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Elapartado 3 de este artículo dispone que: "lo Consejerío competente en materia
educotiva garontizorá que en los centros educativos, a través de los Conseios Escolares

u órganos gouivalentes, se preste una especial ottención o los contenidos de los

materiales y libros de texto utilizados en los diferentes niveles del sistema educotivo a

fin de evitor que contengan elementos sexistos o discriminatorios que no contribuyon a

lo igualdad de oportunidodes entre mujeres y hombres y a lo prevención de la violencia
de género."

De conformidad con la Disposición adicional cuarta, apartado 3 de la Ley

Orgánica 212006, de 3 de mayo, de Educación, de carácter básico, relativa a Libros de

teno y demás materiales curriculares, "Lo supervísión de los libros de texto y otros
moteriales curriculares es competencia de los administrociones educativos y constituirú
porte del proceso ordinorio de inspección que ejerce la Administración educotiva sobre
la totalidod de elementos que integran el proceso de enseñanzo y aprendizaje, que debe
velor por el respeto a los principios y valores contenidos en Io Constitución y a lo
dispuesto en la presente ley".

Ello aconsgig¡e-precjsar qu e órsanos
caso, remitirse a la normativa básica.

K.- El artículo 25, sobre sensibilización y prevención en el ámbito laboral, indica

en su apartado 2 que te impulsarú la ínclusión de ld lucha contra la violencia de género

como materio objeto del Didlogo Social medionte la investigación, el intercombio de

experiencias y b:uenas prácticas o cuolquier otro instrumento". La Lev 8/2008. de 16 dq
gLctubre, de creación del Consqio del Dialocq Social y'reeulación de la participación

institucional. define, en su artículo 1.2 el Dialogo Social, reservando el artículo 3.a) al

Conseio del Diáloso Social la definición de las materias obieto del mismo. como ámbito
de autonomía de dicho ó¡'eano colegiado.

L.- Dentro de este Capítulo, en el artículo 29, sus aDartados 4 v 5 son

contradictorios. dado que en el primero se habla de coordinar los respect¡vos
procedimientos -los del sistema sanitario y los de servicios sociales-, mientras que el

segundo determina expresamente que Ia derivación se regírá por los principios y
procedimientos previstos en lo ley reguladora de los servicios socioles.

M.- El artículo 30, con el título "formación",
previsiones contenidas en artículo anteriores a que nos hemos referido (23 en

educación, 24 en sanid ad,26 en servicios sociales) con el objeto de evitar reiteraciones
innecesarias, dado que en éstos también el anteproyecto se refiere a la formación.
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Además, en el apartado 5 se contempla la materia de los temarios de los

procesos de selección oara el acceso al empleo público,, oue nada tiene que ver con la

materia de formación.

N.- El artículo 34 del anteproyecto se refiere a la detección e intervención en el

ámbito sanitario, sobre el que se han de realizar una serie de observaciones:

En relación con el apartado 2 del artículo, que dispone que "El Servicio Público

de Solud de Castilla y León garantizaró d las víctimas de violencia de género el dereclto

a lo atención y asistencio sanitaria especiolizada grotu¡ta y con corácter preferente", S
desconoce poroue se centra el derecho en la atención esoecializada. cuando puede que

se precise la atención primaria, ya que será la cartera de servicios del Sistema Público

de Salud de Castilla y León la que determinará y coordinará el tipo de asistencia que se

precise en cada caso, de acuerdo con la Ley 8/2010, de Ordenación del Sistema de Salud

de Castilla y León -artículos LI, LZ y 18-.

En segundo lugar, con relación al aoartado 4 de este artículo 34, es preciso tener
en cuenta que el "servicio de atención básica" es un concepto no utilizado nidefinido a

efectos asistenciales. La determinación del carácter de la prestación deberá venir

definido en la cartera de servicios del Sistema Sanitario en los términos expuestos

anteriormente, y siguiendo en todo caso los procedimientos legalmente establecidos

para su inclusión.

Ñ., El artículo 56, relativo al acceso a la vivienda, prevé en el apartado 1 el acceso

prioritario a una vivienda con algún tipo de protección pública y a los aloiamientos
protesidos. si bien este último término, contenido en el artículo 43.2 de la Ley 9/2OLO,

de 30 de agosto, del derecho a la vivienda de la Comunidad de Castilla y León, con la

entrada en vigor del Decreto-leV 2/2O22, de 23 de junio, por el que se adoptan medidas

urgentes para la agilización de la gestión de los fondos europeos y el impulso de la
actividad económica, se modifica expresamente y ha Pasado a ser "viviendas

colaborativas", esto es, de acuerdo con la actual redacción del 43.2 , aquellas

"edificaciones habitobles con servicios comunes que seon osí califícados por lo

Administración de Io Comunidad de Cdstilld y León por destinorse al alojomiento en

alquiler de personas incluidas en colectivos de especial protección, particularmente
jóvenes, o bien medionte cesión en precorio cuondo se trate de personas en riesgo de

exclusión social, y cumplir los demós condiciones que se señalan en el artículo 48 de esta

Ley."
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El cambio de concepto se extiende asimismo al artlculo 62, que alude igualmente
a los alojamientos protegidos.

El aDartado 2. al contemplar la promoción de acuerdos con las corporaciones
locales para la cesión del uso temporal de viviendas de titularidad autonómica, glgbt¡¡[g

refleiar también la necesidad de culnplir con las exiqencias'que determina la normativa.

sectorial. pues, si bien el artículo 72.2de la Ley 9/2Ot0, de 30de agosto,citada, prevé
que "/as viviendos de protección pública de promoción público podrún ser objeto de

cesión o otros odministraciones públicos o a entidades dependientes de las mismas, a fin
de arrendorlas a personos incluidas en los colectivos de especial protección", exige la

"previa autorizdción del órgano competente en moteria de viviendo de la administroción
promotore."

O.- El artículo 55 debería titularse "relaciones de cglaboración", para así poder

comprender las figuras jurídicas que incluye el artículo, y que pueden instrumentar una

relación de colaboración.

En todo caso, se han de diferenciar los instrumentos a emplear en tales
relaciones, que son, por un lado, los previstos el artículo 60 del Estatuto de Autonomía
de Castilla y León, que se refiere a los convenios y acuerdos de cooperación con otras
Comunidades Autónomas, y por otro, los de los artículos 47 y siguientes de la Ley

4O/20L5, de 1 de octubre, de régimen jurídico delsector público.

De este modo el apartado 2 debe eliminar la locución "de colaboración" en

relación con los convenios que puedan suscribirse con arreglo a la Ley 4Ol2Ot5 -art,47
de la Ley 4O/20I5- y, en todo caso, su plazo de vigencia se ha de someter a las reglas del

artículo 49,h) de dicha ley:
7.e Los convenios deberún tener uno duración determinoda, que no podrá ser

superior o cuotro años, salvo que normotivumente se preves un plozo superior.
2,e En cualquier momento ontes de la finalización del plazo previsto en el

opañodo anterior, los firmontes del convenio podrán ocordar unónimemente su

prórroga por un periodo de hosta cuatro oños odicionales o su extinción.

P.- Dispone el artículo 55, en su apartado 1, que existirá en cada provincia una

comisión de seguridad que estará ¡ntegrada por representantes -sin indicar el número-
de las Gerencias Territoriales, de las corporaciones locales, y de las Delgeaciones del

Gobierno, En cuanto a éstas últimas, no oueden estar en olural va oue en realidad sólo
gxiste una en Castilla v León -síexisten varias, una por provincia, Subdelegaciones del

Gobierno-, y en todo caso, dado que afecta a la comsetencia autoorsanizativa de la
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Adm¡nistfación General del Estado. su referencia imperativa ha de suprimirse deltexto
o, en 5u eagQ-modificarse por una a su narticipación o remitir la misma a la

suscrioción de protocolos o instrumentos de colaboración

Por otro lado, el apartado 3 de este artículo se refiere a los puntos de

coordinación de las órdenes de protección. En este sentido, es el artículo 544 ter de la

LeV de Eniuiciamiento Criminal el que dispone, en su apartado 8, que La orden de

protección seró notificada o las partes, y comunicada por el Secretario iudicial
inmediatamente, mediante testimonio íntegro, a la víctima y a las Administrociones
públicos competentes para la adopción de medidas de protección, sean éstas de

seguridad o de osístencio social, jurídico, sanitoria, psicológica o de cualquier otra índole.

A estos efectos se establecerá reglamentariamente un sistema integrado de

coordinación administrativo que gorantice lo agilidod de estas comunicaciones.

El resto del artículo 544 ter establece el propio régimen de las órdenes de

protección, y Ios deberes de información que implica. Por ello, elanteDrovecto se ha de

mitar a establecer to recibid aq nor las Gerencias Territoriales dp Servicios Sociales -

no es preciso descender a lps Secciones en una lev. las órdenes de protección. llevarán

a cabo las actuaciones oue oroceda de acuerdo con la lesislación procesal penal

correspondiente, eliminando del artículo el resto de previsiones'

Q.- El artículo 70, con eltítulo "Redes integrantes de la red social por la igualdad

y contra la violencia de género", comienza su apartado t haciendo referencia a la

"nlataforma de nor la isualdad"- sin aiustarse o lo ta ntó al títu lo del propio

artículo 70, concepto a su vez definido en el anterior artículo 69

R.- La entrada en vigor de la norma, contemplada en la disposición finalsegunda,
deberfa conceder una yocotio /eqis de veinte días (art. 2.1Código Civil), dado que no se

explicitan razones de urgencia que aconsejen una entrada en vigor inmediata, y estar ya

la materia regulada en una ley previa, que se deroga.

El presente informe jurídico versa exclusivamente sobre el contenido del texto
del anteproyecto. Es preciso que la norme se ajuste a lo previsto en el artículo 75 de la

Ley 3/2001, de 3 de julio, a la Ley 3/2015, de 4 de marzo de transparencia y participación

ciudadana de Castilla y León, así como a la Resolución de 20 de octubre de 2014, del

Secretar¡o General de la Consejería de la Presidencia, por la que se aprueban

instrucciones para la elaboración de los documentos que se tramitan ante los órganos

colegiados de gobierno de la Comunidad de Castilla y León, y que la conformación de la
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Memoria deltexto se haga de acuerdo con tales exigencias. Su verificación se habrá de

realizar por parte delórgano competente, dentro de la propia Consejería que propone

eltexto sometido a informe.

Es cuanto se informa en Derecho a los efectos oportunos.

Valladolid, a 20 de ju de2O22.
EL DIRECTOR DE LOS JURíD¡COS.

I
Fdo. Luis MiguelGoNzÁLEz GAGo.
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